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1. COMENTARIOS GENERALES
Se estima positiva y necesaria la aplicación de un marco de derechos humanos al ámbito empresarial español. Tras esta afirmación existen algunos aspectos que se consideran necesarios incluir desde la perspectiva de la discapacidad, máxime tras la aprobación de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de la que España es parte, y que concreta la relación entre derechos humanos y discapacidad, que debe tener su impacto en la actuación empresarial.

En este sentido sorprende que de los tres ejes fundamentales el que tiene menor desarrollo sea, precisamente, el de las empresas, con tan sólo tres medidas. Por lo que, siendo las empresas las principales protagonistas, no existe un equilibro entre los tres ejes, siendo, precisamente el de las empresas el que es más difuso de todos y donde mayor incidencia se debe realizar. 
Por otra parte la amplitud de la redacción del plan dificulta una aplicación armónica y uniforme, por ello se remarca que es importante tener en cuenta la concreción de los principios a través de instrumentos, metodologías, y definiciones comunes que faciliten su comprensión y aplicación. En esta línea de facilitar, es recomendable incluir un glosario con términos, entre ellos, y desde la discapacidad, el concepto de mecanismos de equiparación, accesibilidad universal, diseño para todos y ajustes razonables. Términos definidos ya  en gran medida en nuestra legislación.
Otra cuestión que necesita ser enfatizada es identificar los incumplimientos y sus causas. 

A continuación, siguiendo el esquema del plan, se detallan los siguientes comentarios.
2. COMENTARIOS A LOS DIFERENTES APARTADOS QUE CONTIENE EL PLAN 
I. INTRODUCCIÓN

II. EJES PRIORITARIOS Y MARCO INTERNACIONAL DE REFERENCIA

III. METODOLOGÍA

Es esencial, para generar conocimiento fiable y comparable,  la definición de marcos y métodos comunes como cuestión de igualdad en el funcionamiento y rendición de cuentas de las empresas.  Cuando las empresas apliquen la diligencia, establezcan indicadores, midan sus impactos, si las definiciones y metodologías difieren los resultados no serán comparables y la información podrá adolecer de vaguedad e incluso falta de veracidad.
El plan requiere de mayor concreción que permita para cada medida identificar: objetivos, plazos, responsables, contenido e indicadores y mecanismos de evaluación. Es aconsejable además que incluya su propio proceso de mejora continua si se observan desviaciones significativas. Caso contrario puede acabar siendo una mera declaración de intenciones.

IV. ÁMBITO TEMPORAL Y SEGUIMIENTO DEL PLAN

V. ÁMBITOS DE ACTUACIÓN Y MEDIDAS

A. EL DEBER DEL ESTADO DE PROTEGER

Identificar en el texto los principios fundacionales 1 y 2.

En relación al principio 1
, el Informe Ruggie incluye que “Los Estados también tienen el deber de proteger y promover el estado de derecho, en particular adoptando medidas para garantizar la igualdad ante la ley y su justa aplicación, y estableciendo mecanismos adecuados de rendición de cuentas, seguridad jurídica y transparencia procesal y legal
”. La garantía de la igualdad ante la ley pasa, más allá de una declaración formal, por el aseguramiento de mecanismos de equiparación. Que, en el caso de las personas con discapacidad pasa por el principio de igualdad y autonomía, y por la accesibilidad universal y los ajustes razonables.
En relación a la MEDIDA 2, se propone que el diagnóstico exhaustivo defina con mayor nitidez los objetivos, las acciones, los plazos y los indicadores de seguimiento, así como el impacto de los retrasos. En este diagnóstico se considera adecuado que éste incluya la identificación de las normas vigentes que dan cumplimiento a los derechos humanos, para determinar el marco legal mínimo y necesario. Esta medida facilita además su difusión y conocimiento. También se considera necesario identificar las violaciones de derechos más recurrentes para poder analizar las causas y tomar medidas especiales. En cuanto a la diligencia debida es necesario un sistema único o al menos parametrizable para todas las empresas en aras a un lenguaje unificado que facilite la transparencia.
FUNCIONES REGLAMENTARIAS Y NORMATIVAS DEL ESTADO DE CARÁCTER GENERAL

En relación al principio 3. a)
 y las medidas propuestas, la evaluación de la adecuación requiere definir un marco que contenga los estándares sobre los que se va a medir la misma así como instrumentos o indicadores de medidas. En este sentido el informe Ruggie destaca que “Puede tratarse tanto de leyes de no discriminación como de leyes laborales, ambientales, relativas a la propiedad, a la privacidad y al soborno. Por consiguiente, es importante que los Estados examinen si se están aplicando eficazmente esas leyes y que se pregunten, de no ser así, por qué motivos se incumplen y qué medidas podrían razonablemente corregir la situación
”
En relación a las medidas del principio 3. b), se recomienda mover la MEDIDA 6 como media del principio 3.a) como principio que centra mejor la obligación estatal de hacer cumplir las leyes y valorar las desviaciones que se producen. De esta forma queda doblemente reforzado dicho marco.
Con respecto al principio 3c) y la MEDIDA 7, incluye la elaboración de campañas de información y sensibilización accesibles, es necesario desde la perspectiva de equiparación de las personas con discapacidad definir a qué tipo de accesibilidad se refiere. Se recomienda que la estrategia para evitar actitudes discriminatorias incluyan los mecanismos de equiparación que permiten, precisamente, evitarlas. Además supone un refuerzo pues se facilita su cumplimiento a través del conocimiento.
En cuanto al principio 3. d) y la MEDIDA 10, elevar la cifra de empleados a 1.000 trabajadores, deja a la gran parte del tejido empresarial español fuera. Por otra parte la comunicación pública de impactos, para que sea comparable y transparente, requiere definir un modelo de informe y de evaluación de impactos, el texto de la medida habla de procedimiento, pero no queda claro si es de tipo sustantivo (contenidos) o procedimental (más relativo a plazos y cuestiones formales).
En relación al principio 5 y la MEDIDA 14 no se concreta cómo se va a realizar dicha supervisión. Por otra parte el Informe Ruggie prevé que “Los Estados deben asegurarse de su capacidad de supervisar efectivamente las actividades de las empresas, en particular mediante mecanismos adecuados e independientes de supervisión y de rendición de cuentas
”.
Con respecto al principio 6, MEDIDA 15,  la determinación de impactos y su exigencia en la contratación, así como la inclusión de cláusulas sociales es una forma de fomentar el cumplimiento y el respeto. Cláusulas que están previstas, por lo que sería necesario ver qué impacto están teniendo en la contratación del Estado como indicador de promoción de los derechos humanos. 
GARANTIZAR LA COHERENCIA POLÍTICA

El principio 9 en relación con la MEDIDA 24, además de cláusulas sobre el cumplimiento de los principios rectores y otros aspectos debería incluir mecanismos de acreditación y cláusulas de rescisión por incumplimiento 

B. LA RESPONSABILIDAD DE LAS EMPRESAS DE RESPETAR LOS DERECHOS HUMANOS 

El plan de de empresa y derechos humanos no incluye todos los principios. Algunos de los cuáles marcan la responsabilidad de la empresa en estos ámbitos, por lo que se estima necesaria su inclusión: los principios 11 a 14.
El principio 11 establece que “Las empresas deben respetar los derechos humanos. Eso significa que deben abstenerse de infringir los derechos humanos de terceros y hacer frente a las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en las que tengan alguna participación”. Lo que para el informe Ruggie significa: “La responsabilidad de respetar los derechos humanos constituye una norma de conducta mundial aplicable a todas las empresas, dondequiera que operen. Existe con independencia de la capacidad y/o voluntad de los Estados de cumplir sus propias obligaciones de derechos humanos y no reduce esas obligaciones. Se trata de una responsabilidad adicional a la de cumplir las leyes y normas nacionales de protección de los derechos humanos
”. 

El principio 12 determina que “la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos se refiere a los derechos humanos internacionalmente reconocidos – que abarcan, como mínimo, los derechos enunciados en la Carta Internacional de Derechos Humanos y los principios relativos a los derechos fundamentales establecidos en la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo”. Esto incluye los dos pactos internacionales: el de derechos civiles, políticos y el de los derechos económicos, sociales y culturales

En relación a España, se estima necesario hacer constar qué convenios internacionales se han ratificado, y tener en cuenta las observaciones generales de los diferentes comités de derechos humanos en la medida que puedan dar pautas internacionales de interpretación. Y en especial a la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, que establece el marco de derechos humanos para las personas con discapacidad.

El principio  13, establece que “la responsabilidad de respetar los derechos humanos exige que las empresas:

a) Eviten que sus propias actividades provoquen o contribuyan a provocar consecuencias negativas sobre los derechos humanos y hagan frente a esas consecuencias cuando se produzcan;
b) Traten de prevenir o mitigar las consecuencias negativas sobre los derechos humanos directamente relacionadas con operaciones, productos o servicios prestados por sus relaciones comerciales, incluso cuando no hayan contribuido a generarlos”.

El informe Ruggie puntualiza que implica tanto acciones como omisiones
.

En el ámbito de la discapacidad una de las cuestiones más negativas que incide en el ejercicio de derechos es la falta de accesibilidad. En la medida que existen sobrado criterios técnicos que permiten incorporarla, no hacerlo tiene el efecto de vulnerar los derechos que pese a estar reconocidos no pueden ejercerse, ya sea como cliente, proveedor o trabajador o ciudadano.
Otro ámbito es la denegación de los ajustes razonables.
Por lo que es esencial incluir consideraciones sobre diseño para todos, accesibilidad universal y ajustes razonables.

El principio 14 establece que “la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos se aplica a todas las empresas independientemente de su tamaño, sector, contexto operacional, propietario y estructura. Sin embargo, la magnitud y la complejidad de los medios dispuestos por las empresas para asumir esa responsabilidad puede variar en función de esos factores y de la gravedad de las consecuencias negativas de las actividades de la empresa sobre los derechos humanos”.

En la medida que aplica a todos, existe un ámbito irrenunciable que es el de las normas nacionales que responden a los criterios de los derechos humanos. Por lo que de nuevo se ve la necesidad de su definición.
El plan de derechos humanos, se incluyen a partir del principio 16, si bien, el 15 que no incluye pero sí menciona establece la estructura del sistema de para cumplir con la responsabilidad. 

En cuanto al principio 15: “Para cumplir con su responsabilidad de respetar los derechos humanos, las empresas deben contar con políticas y procedimientos apropiados en función de su tamaño y circunstancias, a saber:

a) Un compromiso político de asumir su responsabilidad de respetar los derechos humanos;

b) Un proceso de diligencia debida en materia de derechos humanos para identificar, prevenir, mitigar y rendir cuentas de cómo abordan su impacto sobre los derechos humanos;

c) Unos procesos que permitan reparar todas las consecuencias negativas sobre los derechos humanos que hayan provocado o contribuido a provocar”.
La necesidad de la definición, o al menos de determinación de un marco mínimo y común a lo que es la diligencia debida, es una realidad, en tanto que no puede dejarse, un concepto ya indeterminado de por sí, a una mayor inconcreción que dependa de quién en cada momento lo defina. Esto además provocaría profundas desigualdades ante las empresas. El informe Ruggie es muy claro a este respecto “Las empresas deben saber y hacer saber que respetan los derechos humanos. No pueden hacerlo si no cuentan con determinadas políticas y procesos
”.
En relación a la discapacidad es necesario definir dicha diligencia debida en materia de accesibilidad, diseño universal y ajustes razonables.
El Plan de derechos humanos enuncia los principios del 16 al 21 y marca para ella dos medidas. Sin embargo no incorpora en ellas todas las previsiones de las mismas, con lo que limita su potencialidad.
La MEDIDA 29, en relación al principio 16 no identifica la necesidad de comunicación interna y externa de la política del compromiso ni el contenido que para ella establece el mismo. Por otra parte el informe Ruggie denota que “del mismo modo que los Estados deben actuar con coherencia política, las empresas deben conciliar de forma coherente su obligación de respetar los derechos humanos y las políticas y procedimientos que rigen sus actividades y relaciones comerciales en sentido más amplio
”, lo que se estima como un compromiso de primera magnitud con la coherencia y la responsabilidad y la necesidad de darle trazabilidad a todo el sistema

En relación al principio 17 la MEDIDA 29 no contempla de forma explícita todo el contenido de la diligencia debida. A este respecto se considera necesario una mayor concreción que facilite un instrumento común o parametrizable de diligencia debida para las empresas. Por otra parte en relación a la discapacidad, las cuestiones que se plantean desde la diligencia debida tienen un impacto directo en facilitar la inclusión de los mecanismos de equiparación, especialmente con el aptdo a) “Debe abarcar las consecuencias negativas sobre los derechos humanos que la empresa haya provocado o contribuido a provocar a través de sus propias actividades, o que guarden relación directa con sus operaciones, productos o servicios prestados por sus relaciones comerciales”. Por otra parte el Informe Ruggie hace una anotación muy relevante sobre la incorporación de dicha diligencia al ámbito de la gestión de riesgos: “La debida diligencia en materia de derechos humanos puede integrarse en los sistemas más amplios de gestión de riesgos de la empresa, a condición de que no se limiten a identificar y gestionar riesgos importantes para la propia empresa, sino que incluyan los riesgos para los titulares de derechos
”.
La MEDIDA 29 no contempla lo establecido por los principios, 18, 19 y 20. Por ello es necesario que se incorporen medidas que incluyan las previsiones de los mismos, tales como que para la calibración “de los riesgos en materia de derechos humanos, las empresas deben identificar y evaluar las consecuencias negativas reales o potenciales sobre los derechos humanos en las que puedan verse implicadas ya sea a través de sus propias
”. Precisamente el informe Ruggie prevé el diálogo civil para calibrar y medir mejor el impacto: “Para evaluar el impacto de sus actividades sobre los derechos humanos de forma precisa, las empresas deben tratar de comprender las preocupaciones de las partes interesadas potencialmente afectadas consultándolas directamente y teniendo en cuenta la cuestión del idioma y otros factores que puedan dificultar una comunicación efectiva. Cuando no sea posible proceder a estas consultas, las empresas deben considerar alternativas razonables, como consultar a expertos solventes e independientes, incluidos defensores de los derechos humanos y otros actores de la sociedad civil
”.
El principio 19 y 20 incluyen el sistema de mejora continua a través de la inclusión de sus conclusiones de impactos y la adopción de medidas oportunas, así como a través del seguimiento de las respuestas. Cuestiones que la MEDIDA 29 no contempla y que deberían incorporarse.
En relación a la MEDIDA 31 el texto deja confuso que el coste de la reparación vaya a ser sufragada por el Estado, lo cual no es aceptable pues rompe cualquier principio básico de responsabilidad.

C. ACCESO A MECANISMOS DE EQUIPARACIÓN

MECANISMOS JUDICIALES ESTATALES

En relación al principio 26 y la MEDIDA 32 estos mecanismos deben incluir los mecanismos de equiparación que garantice a las personas con discapacidad el ejercicio de cualquiera de los derechos o previsiones que se contemplan. Así mismo deben ser eficaces. Con respecto a la MEDIDA 33 el mapa de recursos debe incluir criterios de accesibilidad para garantizar que las disposiciones del mismo sean usables por todas las personas.
MECANISMOS EXTRAJUDICIALES DE RECLAMACIÓN DEL ESTADO

La MEDIDA 36 que desarrolla el principio 27 debe asegurar que dicho mecanismo es creado bajo criterios de accesibilidad universal y que haya representación por parte de las organizaciones de personas con discapacidad como elemento esencial que facilite asegurar que dicho mecanismo y los resultados de los trabajos del grupo incorporan la perspectiva de discapacidad.
MECANISMOS DE RECLAMACIÓN NO ESTATALES

En relación al principio 29
 para el que no hay prevista ninguna MEDIDA, se estima que, en tanto que grupo de las personas con discapacidad constituyen un colectivo que se ve profundamente afectado en el goce y disfrute de sus derechos por las carencias en accesibilidad o denegación de ajustes razonables, es necesario desarrollar esta previsión. Además un mecanismo de este tipo ayudaría a crear mayor conciencia y conocimiento, en una fase todavía previa, ya que “estos mecanismos no requieren que la denuncia o la reclamación se basen en una presunta violación de los derechos humanos para que pueda plantearse, ya que su objetivo específico es identificar cualquier preocupación legítima de los posibles afectados. Si no se identifican y tratan a tiempo estas preocupaciones, pueden derivar en conflictos y violaciones de derechos humanos más graves
”, supone abrir una puerta de diálogo esencial y muy beneficiosa para las partes, en la medida que la accesibilidad de origen no significa necesariamente un incremento de coste, mientras que las posteriores implican un sobrecoste y una violación de derechos humanos cuando no pueden ejercerse.

CRITERIOS DE EFICACIA DE LOS MECANISMOS DE RECLAMACIONES EXTRAJUDICIALES

El principio 31 cuando habla de accesible no contempla la definición ni de la LIONDAU ni de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de la que España es signataria. Por ello, se considera esencial que la definición de accesibilidad incluya estos aspectos.
� 1. Los Estados deben proteger contra las violaciones de los derechos humanos cometidas en su territorio y/o su jurisdicción por terceros, incluidas las empresas. A tal efecto deben adoptar las medidas apropiadas para prevenir, investigar, castigar y reparar esos abusos mediante políticas adecuadas, actividades de reglamentación y sometimiento a la justicia.
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� 3. En cumplimiento de su obligación de protección, los Estados deben:


a) Hacer cumplir las leyes que tengan por objeto o por efecto hacer respetar los derechos humanos a las empresas, evaluar periódicamente si tales leyes resultan adecuadas y remediar eventuales carencias;
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� Principio 18
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� Para que sea posible atender rápidamente y reparar directamente los daños causados, las empresas deben establecer o participar en mecanismos de reclamación eficaces de nivel operacional a disposición de las personas y las comunidades que sufran las consecuencias negativas.
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